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Corte Suprema de Justicia de la Nación
SANTA CRUZ, PROVINCIA DE c/ ESTADO NACIONAL s/ACCION DECLARATIVA DE

INCONSTITUCIONALIDAD Y COBRO DE PESOS - /894 2024

PEL

Buenos Aires,

Se agrega el escrito presentado por el letrado

apoderado del Estado Nacional - Administración Nacional

de la Seguridad Social (ANSeS), “CONTESTA DEMANDA”, y se

lo provee:

Tiénese al peticionario por presentado en el

carácter invocado, en mérito a la documentación adjunta;

por constituidos los domicilios procesal y electrónico

indicados.

En atención a la fecha de diligenciamiento de

oficio al Ministerio de Capital Humano de la Nación que

surge de las constancias del expediente -9 de febrero

del corriente año-, se tiene por contestada la demanda;

hágase saber la prueba ofrecida.

De la documental acompañada, córrase traslado

a la contraria por el plazo de cinco días. Notifíquese 

.con copia

















































































































 
 
 
 

República Argentina - Poder Ejecutivo Nacional
2020 - Año del General Manuel Belgrano

 
Resolución firma conjunta

 
Número: 
 

 
Referencia: EX-2020-05367058- -APN-MT - ANSES - Representación y defensa del ESTADO

 

VISTO el EX-2020-05367058-APN-MT del registro del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, la Ley N° 17.516, su 
Decreto Reglamentario N° 411/80 (t.o. aprobado por Decreto 1.265/1987), los Decretos 7/2019 de fecha 10 de Diciembre de 2019 
y 50/2019 de fecha 19 de Diciembre de 2019, y

CONSIDERANDO

Que con fundamento en distintas disposiciones legales o reglamentarias, se demanda al ESTADO NACIONAL en temas cuya 
defensa, en orden a su competencia, debe asumir la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL (ANSES).

Que las causas tramitan por ante la totalidad de las jurisdicciones federales del país.

Que por el Decreto N° 7/2019 se atribuyó como competencia del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL la 
de supervisar el accionar de la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL (ANSES).

Que por el Decreto N° 50/2019 se aprobó la estructura organizativa del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD 
SOCIAL hasta el primer nivel operativo inclusive.

Que en el citado Decreto se han fijado las competencias y atribuciones de la SECRETARÍA DE SEGURIDAD SOCIAL y de la 
SUBSECRETARÍA DE GESTIÓN ADMINISTRATIVA.

Que por razones de economía y celeridad administrativa, resulta necesario facultar a los letrados dependientes de la Dirección 
General de Asuntos Jurídicos de la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL (ANSES) cuyos mandatos sean 
conferidos por el Señor Director Ejecutivo de esa ADMINISTRACIÓN NACIONAL, para que asuman la representación y defensa 
del ESTADO NACIONAL en los casos que sean de su competencia.

Que la Dirección General de Asuntos Jurídicos ha tomado la intervención que le compete.

Que la presente medida se dicta de acuerdo a las facultades conferidas por los Decretos Nros. 7/2019, 50/2019, 104/2020, 
72/2019 y 411/1980 (t.o. por Dec. 1265/1987)

Por ello,

EL SECRETARIO DE SEGURIDAD SOCIAL

Y



EL SUBSECRETARIO DE GESTIÓN ADMINISTRATIVA

RESUELVEN:

ARTÍCULO 1º.- Encomiéndase a los letrados de la Dirección General de Asuntos Jurídicos de la ADMINISTRACIÓN NACIONAL 
DE LA SEGURIDAD SOCIAL (ANSES) para que asuman la representación y defensa del ESTADO NACIONAL en los juicios en 
los cuales, en orden a la materia de su competencia, resulte procedente su intervención, quedando facultados para actuar en las 
diferentes instancias recursivas que corresponda.

ARTÍCULO 2º.- Los profesionales a quienes se le confiere el mandato podrán actuar conjunta, separada, indistinta o 
alternativamente en las respectivas causas.

ARTÍCULO 3°.- Las facultades enunciadas en el artículo 8° del Decreto N° 411 del 21 de febrero de 1980 (t.o. según Decreto N° 
1265 del 6 de agosto de 1987) de formular allanamientos y desistimientos, otorgar quitas y esperas, transigir, conciliar, rescindir 
contratos, someter a juicio arbitral o de amigables componedores, aceptar herencias o legados, serán ejercidas previa 
autorización, en cada caso, por Resolución de la DIRECCIÓN EJECUTIVA de la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA 
SEGURIDAD SOCIAL (ANSES), del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL o por Decreto del PODER 
EJECUTIVO NACIONAL, según corresponda.

ARTÍCULO 4°.- RegÍstrese, comuníquese a la DIRECCIÓN EJECUTIVA de la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGURIDAD 
SOCIAL (ANSES) y archívese.

 

 



CONTESTA DEMANDA 

 

EXCMA. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: 

Juan Ignacio PISTANI, abogado (T° 104 F° 36 CPACF), con 

Identificación Electrónica Judicial (IEJ) N° 20238762449, por el ESTADO NACIONAL 

- ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL (ANSES), 

constituyendo domicilio procesal en Avda. Paseo Colón 329, piso 7°, de la Ciudad 

Autónoma de Buenos Aires, y electrónico en la IEJ arriba denunciada, en los autos 

caratulados “SANTA CRUZ, PROVINCIA DE c/ ESTADO NACIONAL s/ ACCIÓN 

DECLARATIVA DE INCONSTITUCIONALIDAD Y COBRO DE PESOS” 

(Expte. N° CSJ 894/2024), ante VE me presento y digo: 

 

I. PERSONERÍA 

Me encuentro facultado para ejercer la representación del ESTADO 

NACIONAL - ANSES en virtud de la Resolución Nº RESOL-2026-60-ANSES-ANSES 

del 04/03/2026 y la Resolución Conjunta N° RESFC-2020-1-APN-SSGA#MT del 

10/02/2020, las cuales se adjuntan al presente, prestando juramento sobre la autenticidad 

y vigencia de las mismas, y en tal carácter me presento en estas actuaciones. 

 

II. OBJETO 

En legal tiempo y forma, y siguiendo expresas instrucciones de mi 

mandante, contesto el traslado de la demanda, ordenado por VE por providencia del 

11/12/2025, notificada a mi parte mediante oficio DEOX del 09/02/2026 dirigido al 

Ministerio de Capital Humano, solicitando -desde ya- su rechazo en todas sus partes por 

los motivos que seguidamente se exponen, con costas en el orden causado (conf. art. 1° 

del Decreto N° 1204/2001). 

 

III. NEGATIVAS  

En cumplimiento de un imperativo procesal, niego todos y cada uno de 

los hechos expuestos en la demanda, y desconozco toda la documental acompañada y 

ofrecida por la actora por no constarme su autenticidad. 

La enunciación de los hechos que niego en especial, no implica el 
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reconocimiento de aquellos no enumerados. 

Asimismo, desde ahora me opongo a que se pretenda agregar en el 

futuro cualquier documentación que fuere conocida de antemano por la actora. 

En especial: 

1) Niego que mi mandante adeude a la Provincia de Santa Cruz anticipos mensuales. 

2) Niego que mi mandante adeude la realización de simulaciones respecto de los meses 

de enero, febrero, marzo y abril de 2024. 

3) Niego que mi mandante deba pagar a la actora la suma de $2.691.200.000 en 

concepto de anticipos mensuales. 

4) Niego que exista una obligación exigible de pago por los meses de enero a abril de 

2024. 

5) Niego que el Estado Nacional haya vulnerado el principio de buena fe o la doctrina 

de los actos propios. 

6) Niego que la falta de transferencias por anticipos mensuales ponga en riesgo el pago 

a los beneficiarios actuales de la Caja de Previsión Social de la Provincia de Santa 

Cruz. 

7) Niego la procedencia de la actualización por IPC o cualquier otro índice, así como 

el devengamiento de intereses. 

8) Niego que los convenios bilaterales previos generen un derecho adquirido a favor 

de la Provincia de Santa Cruz para ejercicios fiscales futuros. 

9) Niego la existencia de déficit, así como la exactitud de las cifras presentadas por la 

actora. 

10) Niego que el déficit provincial sea el que surge de sus propios sistemas sin la 

correspondiente simulación con el sistema nacional (SIPA). 

11) Niego que la conducta de ANSES sea omisiva o arbitraria. 

12) Niego que el art. 18 del DNU N° 280/2024 afecte de forma directa a los jubilados. 

13) Niego que los considerandos del DNU N° 280/2024 sean “genéricos o dogmáticos”.  

14) Niego que el DNU N° 280/2024 resulte nulo de nulidad absoluta. 

15)  Niego que el DNU N° 280/2024 invada facultades legislativas de forma prohibida. 

16) Niego que los arts. 92, 93 y 94 de la Ley N° 27.701 revistan el carácter de derecho 

intrafederal inmodificable. 

17) Niego el DNU N° 280/2024 sea regresivo. 
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18) Niego que se haya incumplido alguna ley de presupuesto nacional. 

19) Niego que mi mandante haya suspendido las simulaciones. 

20) Niego que se haya producido un abuso parlamentario por parte de mi mandante. 

21) Niego que mi mandante se haya apartado de los términos claros del ordenamiento 

normativo. 

22) Niego que el sistema de adelantos a cuenta de déficit definitivo en 2024 se haya 

suprimido totalmente por los arts. 1° y 18 del DNU N° 280/2024. 

23) Niego que la suma reclamada sea acorde a derecho. 

24) Niego que el Estado Nacional haya incurrido en incumplimiento alguno. 

25) Niego que el Estado Nacional haya tenido una conducta morosa. 

26) Niego que el Estado Nacional haya dictado normas arbitrarias. 

27) Niego que el Estado Nacional haya utilizado vías de hecho. 

28) Niego que el Estado Nacional haya utilizado normas unilaterales inspiradas en 

poderes excepcionales. 

29) Niego que el Estado Nacional haya utilizado normas groseramente 

inconstitucionales. 

30) Niego que el Estado Nacional haya utilizado normas violatorias de los acuerdos 

internos celebrados. 

31) Niego que el Estado Nacional a través de sus órganos no realizara las simulaciones 

correspondientes. 

32) Niego que el Estado Nacional a través de sus órganos realizara tardíamente las 

simulaciones correspondientes. 

33) Niego que el Estado Nacional a través de sus órganos dictara resoluciones 

unilaterales suspendiendo la actualización del régimen de simulación. 

34) Niego que el PEN terminara suprimiendo el sistema de anticipos durante el 

Ejercicio 2024 mediante el DNU N° 280/2024. 

35) Niego que durante el Ejercicio 2024 no se haya realizado ningún adelanto como 

consecuencia de lo dispuesto en el art. 18 del DNU N° 280/2024. 

36) Niego que el contenido del DNU N° 280/24 dictado por el PEN sea contrario a la 

Constitución Nacional. 

37) Niego que el comportamiento del Estado Nacional viole elementales principios del 

estado de derecho. 
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38) Niego que el comportamiento del Estado Nacional viole el principio de buena fe. 

39) Niego que el comportamiento del Estado Nacional viole el principio de legalidad. 

40) Niego que el comportamiento del Estado Nacional viole el principio de igualdad. 

41) Niego que el comportamiento del Estado Nacional viole las reglas que ordenan el 

sistema federal de distribución territorial del poder. 

42) Niego que el comportamiento del Estado Nacional viole la teoría de los actos 

propios. 

43) Niego que el actuar del Estado Nacional fuese omisivo. 

44) Niego que el accionar del Estado Nacional ponga a la actora en un escenario de 

gravedad institucional por razones económicas. 

45) Niego que el Estado Nacional omitiera realizar las tareas a su cargo. 

46) Niego que el accionar del Estado Nacional constituyera vías de hecho. 

47) Niego que el DNU N° 280/2024 en la práctica, por lo menos para el Ejercicio 2024, 

derogara por completo el régimen jurídico aplicable. 

48) Niego que por lo dispuesto en el art. 18 del DNU N° 280/2024 se suspendieran las 

transferencias provisorias y definitivas bajo el subterfugio de una prórroga parcial 

del presupuesto. 

49) Niego que el Estado Nacional y ANSES vengan incumpliendo el mandato legal de 

cubrir el déficit correspondiente a los periodos objeto de la demanda. 

50) Niego que el DNU N° 280/2024 se inconstitucional. 

51) Niego que el DNU N° 280/2024 altere el régimen federal. 

52) Niego que el DNU N° 280/2024 ponga en crisis a los Estados provinciales 

53) Niego que el DNU N° 280/2024 desfinancie a los Estados provinciales. 

 

IV. CONTESTA DEMANDA 

La Provincia de Santa Cruz promovió acción declarativa de 

inconstitucionalidad contra el Estado Nacional, “con el objeto que se declare la 

inconstitucionalidad de los artículos 1 y 18 del Decreto N° 280/2024 y, por consiguiente, 

se disponga la nulidad absoluta de todos los actos administrativos que se hubieren 

dictado en consecuencia de aquel”. 

Asimismo, y de forma simultánea, interpuso demanda por cobro de 

pesos contra ANSES, “a fin que -en virtud de los artículos 92, 93 y 94 de la Ley 27.701- 
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la condene a pagar a la Provincia de Santa Cruz los anticipos mensuales a cuenta de las 

simulaciones que deben realizar, respecto de los meses de enero, febrero, marzo y abril 

de 2024, que se estima ascienden a la suma de $2.691.200.000 (PESOS DOS MIL 

SEISCIENTOS NOVENTA Y UN MILLONES DOSCIENTOS MIL), con más intereses 

según índices de precios al consumidor (IPC) publicados por el INDEC, desde que cada 

suma se adeuda (día 20 de cada mes) y hasta su efectivo e íntegro pago, y/o lo que surja 

de la prueba pericial contable que ofrece, haciendo reserva de reclamar por los meses 

siguientes a medida que se venzan sus respectivos plazos de pago, con más la 

actualización semestral prevista en la Ley 27.260 según los coeficientes de movilidad 

aplicables al Sistema Integrado Previsional Argentino (SIPA)”. 

Como medida cautelar, la cual tramita por incidente separado, la 

Provincia de Santa Cruz solicitó que “se deje sin efecto el artículo 18 del Decreto N° 

280/2024 del 26/03/2024 y se ordene al Estado Nacional a abonar los anticipos 

mensuales vencidos de este año 2024, es decir aquellos correspondientes a enero, 

febrero, marzo y abril, y a cumplir con las transferencias mensuales y automáticas que 

correspondan para los siguientes meses de este año, incluida la actualización semestral 

prevista en la Ley 27.260”. 

 

IV.1. MARCO NORMATIVO 

Antes de ingresar en el análisis de la situación particular de la actora, 

conviene comenzar por delimitar el marco normativo que rige su pretensión. 

Compromiso Federal 

El Compromiso Federal suscripto el 06/12/1999 y ratificado por la Ley 

N° 25.235 (BO 07/01/2000) establece en su punto décimo segundo que “[e]l Estado 

Nacional financiará con recursos provenientes de Rentas Generales los déficits globales 

de los sistemas previsionales provinciales no transferidos hasta la fecha del presente 

convenio en función de los regímenes actualmente vigentes; como los de aquellos 

sistemas que arrojen déficit previsional originados en forma individual (personal civil, 

docente, policial, etc.). Las cajas continuarán administradas por las respectivas 

provincias, si así lo desearan o cláusulas constitucionales impidieran su transferencia, 

quienes armonizarán en un plazo de 180 días sus sistemas integrados de jubilaciones y 

pensiones para sus beneficiarios futuros en función de las pautas nacionales en cuanto 
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al régimen de aportes y contribuciones, así como de los requisitos para acceder a 

beneficios en el futuro. 

“Sin perjuicio de ello las provincias podrán constituir fondos 

compensadores para determinadas situaciones especiales asignándoles recursos 

específicos, por vía legal y con administración a cargo de la respectiva caja. El Estado 

Nacional financiará los déficits en forma escalonada y acumulativa en los siguientes 

porcentajes: para el año 2000 el 5%, el 2001 el 20% del déficit anual del sistema 

previsional de cada provincia. A tal efecto se sancionarán los Convenios 

correspondientes entre el Estado Nacional y cada Gobierno Provincial, que 

contemplarán una auditoría completa de la situación preexistente. 

“En caso de prorrogarse los pactos fiscales o de dictarse la nueva ley 

a partir del vencimiento del presente se completará hasta llegar al 100% la atención por 

parte del Estado Nacional de los déficits fiscales de los sistemas previsionales 

provinciales no transferidos, en los tres años subsiguientes”. 

Ley N° 27.260 

La Ley N° 27.260, sancionada el 29/06/2016 (BO 22/07/2016), además 

de crear el Programa Nacional de Reparación Histórica para Jubilados y Pensionados, en 

su art. 27 instruyó al Poder Ejecutivo Nacional para que “por intermedio del organismo 

pertinente, arribe en un plazo de ciento veinte (120) días, a un acuerdo con las provincias 

cuyos sistemas previsionales no fueron transferidos a la Nación a fin de compensar las 

eventuales asimetrías que pudieran existir respecto de aquellas jurisdicciones que sí 

hubieran transferido sus regímenes previsionales, de manera de colocar a todas las 

provincias en pie de igualdad en materia previsional. A tales efectos, la Administración 

Nacional de la Seguridad Social (ANSES) deberá realizar las auditorías 

correspondientes a fin de evaluar los estados contables y los avances en el proceso de 

armonización. 

“Las transferencias de fondos deberán ser determinadas en función de: 

“1. Los desequilibrios que estaría asumiendo la Administración Nacional de la 

Seguridad Social (ANSES) si el sistema previsional de que se trata hubiese sido 

transferido a la Nación y, 

“2. Los avances realizados en el proceso de armonización. 

“El importe de la cuota que acuerden las partes será transferido antes 
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del día 20 de cada mes y actualizado semestralmente mediante los coeficientes de 

movilidad aplicables al Sistema Integrado Previsional Argentino (SIPA), en los términos 

de la ley 26.417 y no podrá ser modificado salvo un nuevo acuerdo entre las partes o en 

caso de incumplimiento de los compromisos asumidos en el correspondiente acuerdo”. 

Decreto N° 894/2016 

El Decreto N° 894/2016, dictado el 27/07/2016 (BO 28/07/2016), 

reglamentaba en su Título IV la Ley N° 27.260 en lo relativo a la armonización de los 

sistemas previsionales provinciales. 

Entre otros aspectos, establecía que : “Las auditorías sobre los Estados 

Contables y Financieros de las instituciones que administran los sistemas previsionales 

provinciales, así como la destinada a registrar la evolución normativa de tales sistemas, 

serán realizadas por la ANSES, a solicitud de cada Provincia” (art. 17); “En los 

ejercicios 2017 y siguientes, la asistencia financiera se determinará en base a: 1) el 

resultado financiero corriente global que determinen las auditorías que realice ANSES 

del ejercicio anterior y, 2) el grado de avance alcanzado por cada jurisdicción provincial 

en el proceso de armonización normativa de su legislación con la vigente en la Nación. 

Por armonización normativa se entiende la convergencia de la legislación provincial con 

la nacional en cuanto a los siguientes conceptos: i) edad de acceso a una Jubilación 

Ordinaria; ii) alícuotas de Aportes Personales y Contribuciones Patronales; iii) cantidad 

de años de servicio con aportes efectivos; iv) determinación del haber inicial; y v) 

mecanismo sustentable de movilidad de los haberes jubilatorios. Cada uno de dichos 

conceptos tendrá una ponderación del VEINTE POR CIENTO (20%)” (art. 26); 

“Partiendo de la situación actual de armonización a la normativa previsional nacional, 

se requerirá a las Provincias completar el proceso de armonización normativa en un 

plazo no mayor a CUATRO (4) años. En tal sentido, el ESTADO NACIONAL suscribirá 

convenios bilaterales anuales con cada provincia por los que, a través de ANSES se 

otorgará la asistencia financiera de los ejercicios 2017 a 2020, inclusive. Dicho 

financiamiento de los resultados financieros globales auditados, se realizará tomando en 

consideración el grado de avance alcanzado por cada Provincia, en los conceptos 

citados en el artículo precedente” (art. 27); “Los convenios bilaterales anuales que el 

ESTADO NACIONAL suscriba con cada Provincia establecerán el monto de la/s 

transferencia/s a realizar durante la vigencia del convenio, en base a los resultados 
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financieros corrientes globales auditados del ejercicio anterior, ponderados por los 

conceptos ya armonizados. A elección de la Provincia y sujeto a que las disponibilidades 

presupuestarias de ANSES lo permitan, dicha asistencia financiera podrá ser transferida 

en una cuota luego de la firma del Convenio o en forma mensual ajustada en los meses 

de marzo y septiembre de cada año, según la Movilidad dispuesta por la Ley N° 26.417” 

(art. 28); “Adicionalmente, cada convenio bilateral anual establecerá el compromiso que 

asumirá cada Provincia durante la vigencia del mismo, en cuanto al proceso de 

armonización normativa. Cada avance en dicho proceso, dará lugar al aumento del 

porcentaje del resultado a ser financiado. A tal efecto, la armonización de un nuevo 

concepto mejorará en un VEINTE POR CIENTO (20%) el monto de asistencia financiera 

a transferir. Dicha asistencia adicional se hará en una única transferencia cuando 

ANSES verifique el cumplimiento del compromiso asumido por la Provincia. Se 

entenderá que un concepto ha sido cumplido o armonizado al momento que se encuentre 

vigente la Ley Provincial que armonice el nuevo concepto” (art. 29); “En caso de no 

verificarse ningún avance en materia de armonización durante la vigencia del convenio, 

para la asistencia del año siguiente ANSES podrá aplicar una quita de DIEZ (10) puntos 

porcentuales acumulativos respecto del monto que le correspondería según el esquema 

propuesto. De este modo, cada Provincia podrá ver aumentada o reducida la asistencia 

financiera que recibe, según sean el esfuerzo y voluntad de armonización demostrados” 

(art. 30); “A partir del ejercicio 2021 inclusive, no se asistirá financieramente a los 

regímenes provinciales que no hayan armonizado a la normativa nacional los CINCO 

(5) conceptos mencionados en el artículo 26. En el caso de aquellos regímenes 

provinciales que vieran reducida o suprimida su asistencia financiera producto de los 

escasos o nulos esfuerzos de armonización durante el periodo 2017 a 2020 inclusive, el 

ESTADO NACIONAL podrá reiniciar la asistencia financiera de acuerdo a un esquema 

de armonización a convenir con cada Provincia” (art. 31); “En el caso de que cláusulas 

constitucionales impidan el proceso de convergencia normativa con la legislación 

nacional, en alguno de los ítems comentados precedentemente, la Provincia de que se 

trate, deberá proponer un esfuerzo mayor en otro concepto, con el fin de garantizar la 

equidad en el esfuerzo fiscal de cada jurisdicción provincial. El mayor gasto resultante 

no será financiado por el ESTADO NACIONAL y estará a cargo exclusivo de la 

Provincia” (art. 32).  
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Consenso Fiscal 

En el Consenso Fiscal suscripto el 16/11/2017 y aprobado por la Ley 

N° 27.429 (BO 02/01/2018), el Estado Nacional asumió los siguientes compromisos 

referidos a las cajas previsionales provinciales no transferidas (punto II): 

“j) Modificar el Título IV (Armonización de Sistemas Previsionales Provinciales) del 

decreto 894 del 27 de julio de 2016, reglamentario de la ley 27.260, a los fines de eliminar 

los mecanismos de penalización por no armonización. 

“k) Adoptar las medidas necesarias para que la ANSES continúe liquidando los anticipos 

mensuales hasta diciembre de 2017, inclusive, según lo establecido en la Ley Nacional 

de Presupuesto vigente. 

“l) Aumentar para 2018 la asignación del presupuesto nacional a las cajas no 

transferidas en la misma proporción en que se incrementen el resto de las prestaciones 

previsionales liquidadas por el Sistema Integrado Previsional Argentino (SIPA) y 

mantener un mecanismo de anticipos automáticos, sobre la base de los déficits 

determinados del año anterior. 

“m) Adoptar las medidas necesarias para que la ANSES establezca un régimen 

simplificado de remisión de información a los fines de la determinación del resultado 

financiero corriente de los sistemas previsionales provinciales”. 

Ley N° 27.431 

Como consecuencia de los compromisos asumidos en el Consenso 

Fiscal, la Ley N° 27.431, sancionada el 27/12/2017 (BO 02/01/2018), sustituyó mediante 

su art. 123 el art. 27 de la Ley N° 27.260, quedando redactado de la siguiente forma: 

“Instrúyase al Poder Ejecutivo nacional que por medio del organismo pertinente arribe 

en un plazo de CIENTO VEINTE (120) días a un acuerdo con las provincias cuyos 

sistemas previsionales no fueron transferidos al Estado nacional a fin de compensar las 

eventuales asimetrías que pudieran existir respecto de aquellas jurisdicciones que sí 

hubieran transferido sus regímenes previsionales, de manera de colocar a todas las 

provincias en pie de igualdad en materia previsional en cuanto al financiamiento que 

será atendido por el presupuesto nacional. 

“Se deberá acordar una metodología a fin de establecer que los montos 

atendidos por Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES) surjan de 

calcular los desequilibrios como si el sistema previsional del que se trata hubiese sido 
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transferido al Estado nacional y establecer un mecanismo mensual y automático de 

transferencia de fondos por un monto que no podrá ser inferior al CINCUENTA POR 

CIENTO (50%) del monto transferido el año anterior”. 

Decreto N° 730/2018 

El Decreto N° 730/2018, dictado el 08/08/2018 (BO 09/08/2018), 

aprobó en su art. 1° “el Régimen de Asistencia Financiera para las Provincias cuyos 

regímenes previsionales no fueron transferidos al Estado Nacional que hayan ratificado 

en sus respectivas legislaturas el CONSENSO FISCAL de fecha 16 de noviembre de 2017, 

que como ANEXO I (IF-2018-3743172-APN-MT) forma parte integrante de la presente 

medida”. 

De conformidad con lo establecido en su art. 2°, “[l]a 

ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL procederá a dictar las 

normas aclaratorias, interpretativas y complementarias correspondientes, con el objeto 

de compensar las eventuales asimetrías que pudieran existir y colocar a todas las 

PROVINCIAS contempladas en el ARTÍCULO 1° en pie de igualdad en materia 

previsional, debiendo para tal fin: 

“a. Simular los desequilibrios que estaría asumiendo si el sistema previsional que se trate 

hubiese sido transferido al ESTADO NACIONAL el 31 de diciembre del año 1999. 

“b. Eliminar los mecanismos de penalización por no armonización. 

“c. Establecer un régimen simplificado de remisión de información a los fines de la 

determinación del resultado financiero anual, corriente y global en base devengado del 

Sistema Previsional Provincial”. 

Por último, en su art. 3° invitó “a las PROVINCIAS que posean 

regímenes previsionales no transferidos al ESTADO NACIONAL a continuar con las 

modificaciones normativas que les permitan tener un Sistema Previsional Provincial 

equilibrado y sustentable en el tiempo”. 

Por su parte, el Régimen de Asistencia Financiera aprobado en el art. 

1° del Decreto N° 730/2018 (Anexo I) estableció lo siguiente: 

Asistencia Financiera: “A partir del período 2017 y por cada ejercicio 

fiscal, la asistencia financiera a las Provincias cuyos regímenes previsionales no fueron 

transferidos al Estado Nacional que hayan ratificado en sus respectivas legislaturas el 

CONSENSO FISCAL de fecha 16 de noviembre de 2017, quedará definida por: 
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“a. El proceso de simulación de los desequilibrios, que estaría asumiendo el ESTADO 

NACIONAL si el sistema previsional que se trate hubiese sido transferido el 31 de 

diciembre de 1999; y 

“b. La auditoría por parte de la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGURIDAD 

SOCIAL” (art. 1°). 

Requerimientos de Información: “La ADMINISTRACIÓN 

NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL requerirá a cada organismo provincial la 

información necesaria para ser utilizada en el proceso de simulación. 

“La ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL 

definirá y modificará las pautas metodológicas, los diseños de registro, formas de 

remisión, periodicidad y especificaciones técnicas utilizadas en el proceso de 

simulación” (art. 2°). 

Determinación del Resultado Previsional Anual Definitivo: “La 

determinación del Resultado Previsional Anual Definitivo de las instituciones de 

seguridad social provinciales se realizará siguiendo la normativa previsional vigente en 

la NACIÓN. 

“En base al Resultado Definitivo la ADMINISTRACIÓN NACIONAL 

DE LA SEGURIDAD SOCIAL suscribirá Convenios Bilaterales Anuales de Cierre con 

cada PROVINCIA en los que se determinará la asistencia financiera definitiva y se 

ajustarán y reintegrarán en caso de existir, las diferencias de fondos resultantes de las 

partes suscribientes respecto de los anticipos que se hubieren transferido” (art. 3°). 

Anticipos: “Durante los Ejercicios 2017 y 2018 los anticipos quedan 

fijados respectivamente por las Leyes Nros. 27.341 y 27.431, aprobatorias de los 

Presupuestos Generales de la Administración Nacional para dichos Ejercicios. 

“a. Para el Ejercicio 2019 y siguientes, en caso de no quedar determinado en la 

respectiva Ley de Presupuesto General de la Administración Nacional, el anticipo será 

determinado en las formas, condiciones y periodicidad que defina la ADMINISTRACIÓN 

NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL. 

“b. En caso que el Resultado Definitivo del Sistema Previsional Provincial del año en el 

que se otorgaron los anticipos arrojara un resultado superavitario, o los montos 

transferidos en concepto de anticipos resulten mayor al Resultado Definitivo, la 

ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL arbitrará los medios 
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necesarios para la recuperación de dichos fondos, dando intervención a la SECRETARÍA 

DE HACIENDA del MINISTERIO DE HACIENDA a efectos de la retención de la 

participación provincial en la recaudación de impuestos coparticipables. 

“c. Los anticipos de un ejercicio estarán sujetos a que la PROVINCIA dé cumplimiento 

a la remisión de información necesaria para la simulación del ejercicio inmediato 

anterior. 

“Ante la falta de cumplimiento por parte de la PROVINCIA, la 

ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL quedará facultada a 

suspender los anticipos y a arbitrar los medios necesarios para recuperar los anticipos 

transferidos, dando intervención a la SECRETARÍA DE HACIENDA del MINISTERIO 

DE HACIENDA a efectos de proceder a la retención de la participación provincial en la 

recaudación de impuestos coparticipables” (art. 4°). 

Auditorías: “La ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA 

SEGURIDAD SOCIAL definirá las pautas metodológicas del proceso de auditoría 

correspondiente” (art. 5°). 

Régimen de Financiamiento e Informativo: “La asistencia 

financiera a los Sistemas Previsionales Provinciales será financiada por el TESORO 

NACIONAL y ejecutada a través de la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA 

SEGURIDAD SOCIAL. 

“Previo a la firma de los Convenios con cada PROVINCIA, la 

ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL informará el detalle de 

las erogaciones a producirse a la SUBSECRETARÍA DE PRESUPUESTO dependiente 

de la SECRETARÍA DE HACIENDA del MINISTERIO DE HACIENDA y a la 

SUBSECRETARÍA DE EVALUACIÓN PRESUPUESTARIA E INVERSIÓN PÚBLICA 

dependiente de la JEFATURA DE GABINETE DE MINISTROS, según lo establecido por 

el Decreto N° 430/18. 

“En los casos, en que el crédito vigente resulte insuficiente, la 

ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL dará intervención a la 

SECRETARIA DE HACIENDA, a los fines del análisis del impacto presupuestario y de 

las implicancias financieras” (art. 6°). 

Resolución ANSES N° 133/2018 

En función de la instrucción contenida en el art. 2° del Decreto N° 
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730/2018, la Resolución ANSES N° 133/2018, dictada el 31/08/2018 (BO 05/09/2018), 

facultó “a la Subdirección Ejecutiva de Administración a realizar el proceso de 

simulación previsto en el artículo 1° del ANEXO del Decreto N° 730/18” (art. 1°). 

Asimismo, dicha resolución estableció que: (i) “para dar inicio al 

proceso de simulación, la Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES) 

requerirá a cada organismo provincial la información necesaria para el cálculo de las 

erogaciones y los recursos, bajo la normativa nacional vigente en materia previsional” 

(art. 2°); (ii) “en base a la simulación se determinará anualmente el resultado previsional 

corriente y global en base devengado de los ejercicios 2017 y siguientes” (art. 3°); (iii) 

“la simulación del resultado previsional de un ejercicio no podrá llevarse a cabo sin 

antes contar con la remisión completa de la información sobre recursos y erogaciones 

por parte de las provincias” (art. 4°) . 

Además, la citada resolución aprobó “los ANEXOS I (IF-2018-

42045479-ANSES-DGF#ANSES) y II (IF-2018-42109063-ANSES-DGDNYP#ANSES) 

que forman parte integrante de la presente, donde se incorporan las pautas 

metodológicas, los diseños de registro, formas de remisión, periodicidad y 

especificaciones técnicas de las erogaciones y los recursos utilizados en el proceso de 

simulación, quedando facultada la Subdirección Ejecutiva de Administración a realizar 

modificaciones” (art. 6°). 

La resolución mencionada determinó que “[e]l resultado Definitivo del 

Sistema Previsional Provincial será aquel que surja del proceso de simulación y de la 

posterior auditoría por parte de la ANSES, la que tendrá el objetivo de corroborar la 

veracidad y la consistencia de la información utilizada en el proceso de simulación” (art. 

7°). 

En tal sentido, “[l]a ANSES comunicará a las provincias el resultado 

obtenido en el proceso de simulación y solicitará la documentación necesaria para la 

realización de la auditoría. 

“La ANSES requerirá a cada organismo previsional provincial todo 

tipo de información necesaria para desarrollar la tarea. A continuación se enumeran los 

siguientes conceptos: 

“a. Los ingresos y egresos de cada subsistema, en base a los Estados Contables de los 

organismos debidamente certificados por las autoridades competentes. 
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“b. Un detalle de beneficiarios de jubilaciones por edad y tramo de haberes, por tipo de 

régimen y por prestación. 

“c. Un detalle de beneficiarios de pensiones con la fecha de fallecimiento del causante y 

la condición del derechohabiente. 

“d. Una muestra física de expedientes previsionales. 

“e. Y cualquier otra documentación que sea requerida” (art. 8°). 

Recibida la comunicación provincial sobre la disponibilidad de la 

documentación “la ANSES realizará la auditoría y elaborará el correspondiente informe 

técnico que incluirá las limitaciones en el alcance de la auditoría, la documentación 

analizada y los hallazgos sobre la muestra física de expedientes previsionales. Todo esto 

con el objeto de extrapolar el resultado de la auditoria al resultado de la simulación y 

determinar el Resultado Previsional Definitivo de las instituciones de seguridad social 

provinciales de cada ejercicio” (art. 9°), dejándose establecido que “la Subdirección 

Ejecutiva de Administración definirá el alcance, los tipos de controles y las pautas 

metodológicas utilizadas en las auditorías” (art. 10). 

La Resolución ANSES N° 133/2018 establece que “para los ejercicios 

2019 y siguientes, en caso de no quedar determinado en la respectiva Ley de Presupuesto 

General de Administración Nacional, el anticipo será determinado en base al Resultado 

Definitivo del ejercicio inmediato anterior dividido DOCE (12) meses. Los anticipos 

serán transferidos en forma mensual por la ANSES. 

“La Subdirección Ejecutiva de Administración queda facultada a: 

“a. Modificar la forma de cálculo de los anticipos cuando por razones presupuestarias y 

financieras resulte imposible atender el mencionado gasto. 

“b. Calcular y determinar los anticipos únicamente en los casos donde el Resultado 

Definitivo del ejercicio inmediato anterior arroje Déficit. 

“c. Suspender el pago de los anticipos en aquellos casos donde el Resultado Definitivo 

del ejercicio inmediato anterior arroje Superávit” (art. 12). 

Los anticipos de un ejercicio “estarán sujetos a que la provincia dé 

cumplimiento a la remisión de la información necesaria para la simulación del ejercicio 

inmediato anterior. En las siguientes situaciones se procederá a: 

“a. En caso de no efectuarse la remisión completa antes del 30 de junio de cada ejercicio, 

se suspenderán los anticipos hasta que la provincia complete el envío de la misma. 



15 
 

“b. Si al 31 de Diciembre de cada ejercicio la provincia no hubiere remitido dicha 

información y/o la información requerida para realizar la auditoría, todo ello por causas 

ajenas y no atribuibles a la ANSES, esta última arbitrará los medios necesarios para la 

recuperación de los anticipos transferidos, dando intervención a la Secretaria de 

Hacienda del MINISTERIO DE HACIENDA a efecto de la retención de la participación 

provincial en la recaudación de impuestos coparticipables” (art. 13). 

En caso que el proceso de simulación del ejercicio inmediato anterior 

arroje un resultado superavitario, “la ANSES procederá a suspender los anticipos en 

curso y arbitrar los medios necesarios para la recuperación de los anticipos transferidos, 

dando intervención a la Secretaria de Hacienda del MINISTERIO DE HACIENDA a 

efecto de la retención de la participación provincial en la recaudación de impuestos 

coparticipables” (art. 14). 

En caso que el Resultado Definitivo del Sistema Previsional Provincial 

del año en que se otorgaron los anticipos arrojara un resultado superavitario, o los montos 

transferidos en concepto de anticipo resulten mayores al Resultado Definitivo, “la ANSES 

arbitrará los medios necesarios para la recuperación de los anticipos transferidos, dando 

intervención a la Secretaria de Hacienda del MINISTERIO DE HACIENDA a efecto de 

la retención de la participación provincial en la recaudación de impuestos 

coparticipables” (art. 15). 

Decreto N° 691/2019 

El Decreto N° 691/2019, dictado el 07/10/2019 (BO 08/10/2019), 

derogó en su art. 4° el Título IV del Decreto N° 894/2016 que -como se explicó más 

arriba- contenía mecanismos de penalización por no armonización, y modificó el art. 1° 

del Decreto N° 730/2018 para que todas las Provincias que no transfirieron sus regímenes 

previsionales al Estado Nacional queden incluidas en el régimen de asistencia financiera 

instaurado por éste último, quedando redactado de la siguiente manera: “Apruébase el 

Régimen de Asistencia Financiera para las Provincias cuyos regímenes previsionales no 

fueron transferidos al Estado Nacional, que como ANEXO I (IF-2018-37431742-APN-

MT) forma parte integrante de la presente medida”. 

En el mismo sentido, también modificó en su art. 6° el art. 1° del Anexo 

I del Decreto N° 730/2018, quedando redactado de la siguiente forma: “A partir del 

período 2017 y por cada ejercicio fiscal, la asistencia financiera a las Provincias cuyos 
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regímenes previsionales no fueron transferidos al Estado Nacional, quedará definida 

por: 

“a. El proceso de simulación de los desequilibrios, que estaría asumiendo el ESTADO 

NACIONAL si el sistema previsional que se trate hubiese sido transferido el 31 de 

diciembre de 1999; y 

“b. La auditoría por parte de la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGURIDAD 

SOCIAL”. 

Por otra parte, dispuso “la transferencia de fondos, en cuotas 

mensuales a aquellos estados provinciales que no hayan completado el envío de la 

información necesaria para la simulación del Déficit Previsional, según lo establecido 

en el Decreto N° 730/18, pero que a criterio de la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE 

LA SEGURIDAD SOCIAL (ANSES) hubieren efectuado cambios normativos en su 

legislación tendientes a sostener un sistema previsional equilibrado y sustentable en el 

tiempo” (artículo 1°), estableciendo que “la determinación de los fondos a transferir a 

las jurisdicciones según lo dispuesto en el artículo 1°, estará basada en el promedio 

ponderado de los siguientes tres criterios: 

“1) Con incidencia de VEINTICINCO POR CIENTO (25%), la población provincial del 

universo determinado en base a datos del Censo Nacional 2010 del INSTITUTO 

NACIONAL DE ESTADÍSTICA Y CENSOS (INDEC). 

“2) Con incidencia de VEINTICINCO POR CIENTO (25%), la última cantidad de 

beneficiarios previsionales informados de cada caja provincial del universo 

determinado. 

“3) Con incidencia de CINCUENTA POR CIENTO (50%), el último monto total de 

anticipos recibidos en concepto de asistencia financiera del universo determinado” (art. 

2°). 

Por último, instruyó “a la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA 

SEGURIDAD SOCIAL (ANSES) a definir el universo elegible como resultado de los 

criterios de los artículos 1° y 2°, a determinar los montos finales a ser transferidos en 

forma automática y mensual a cada provincia y a aplicar un tope máximo para aquellos 

casos en que el monto determinado por el cálculo del promedio ponderado previsto en el 

artículo 2° supere el déficit estimado para el Ejercicio 2019. La incorporación de nuevas 

jurisdicciones provinciales implicará una nueva distribución y, por consiguiente, una 
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modificación de los montos finales a transferir. 

“Los montos transferidos como consecuencia de lo previsto en el 

artículo 1° serán considerados como anticipos a cuenta del Resultado Previsional Anual 

Definitivo que la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL 

(ANSES) determine para cada jurisdicción con posterioridad a las auditorías 

establecidas en el artículo 27 de la Ley N° 27.260” (art. 3°). 

Ley N° 27.701 

La Ley N° 27.701 de Presupuesto General de la Administración 

Nacional para el Ejercicio 2023, sancionada el 16/11/2022 (BO 01/12/2022), en su art. 

50 estableció “como crédito presupuestario para transferencias a cajas previsionales 

provinciales de la Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES) la suma de 

pesos cien mil novecientos veintidós millones seiscientos sesenta y cuatro mil ochocientos 

setenta y cuatro ($ 100.922.664.874) para financiar gastos corrientes dentro del 

Programa Transferencias y Contribuciones a la Seguridad Social y Organismos 

Descentralizados, Grupo 07, Transferencias a Cajas Previsionales Provinciales. 

“La Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES) 

transferirá mensualmente a las provincias que no transfirieron sus regímenes 

previsionales al Estado nacional, en concepto de anticipo a cuenta, del resultado 

definitivo del sistema previsional provincial, el equivalente a una doceava parte del 

último monto total del déficit -provisorio o definitivo- determinado de acuerdo con el 

decreto 730 del 8 de agosto de 2018 y sus normas complementarias y/o modificatorias. 

La Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES) será la encargada de 

determinar los montos totales a transferir a cada provincia”. 

Por su parte, el art. 92 dispuso que “[l]a Administración Nacional de 

la Seguridad Social (ANSES) transferirá antes del día 20 de cada mes a aquellas 

provincias que no transfirieron sus regímenes previsionales al Estado nacional, en 

concepto de anticipo a cuenta del resultado definitivo del déficit correspondiente a cada 

sistema previsional, un importe equivalente a una doceava parte del monto total del 

último déficit anual, provisorio o definitivo, conformado para cada una de ellas. 

“Cada anticipo mensual incluirá su actualización conforme con las 

variaciones en el índice de movilidad jubilatoria del Sistema Integrado Previsional 

Argentino (SIPA). Para calcular dicha actualización se considerará la variación del 
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índice entre el mes de julio del año al cual corresponde el último déficit, provisorio o 

definitivo, determinado y el mes anterior al del pago de la cuota”. 

A su vez, en el art. 93 estableció que “[u]na vez determinado el 

resultado definitivo del déficit previsional anual, se deducirán del monto total a transferir 

por el Estado nacional los anticipos a valores históricos. La diferencia resultante se 

actualizará considerando la variación del índice de movilidad jubilatoria del Sistema 

Integrado Previsional Argentino (SIPA) entre el mes de julio del año que se está 

cancelando y el mes anterior al del pago”. 

Y en el art. 94 facultó “al Poder Ejecutivo nacional a dictar las normas 

aclaratorias al régimen dispuesto en los artículos 92 y 93 de la presente ley”. 

Decreto N° 88/2023 

Dado que al inicio del Ejercicio Presupuestario 2024 no se encontraba 

aprobado el Proyecto de Ley de Presupuesto General de la Administración Nacional para 

dicho ejercicio, remitido oportunamente al Congreso Nacional, el 26/12/2023 se dictó el 

Decreto N° 88/2023 (BO 27/12/2023), cuyo art. 1° estableció que “[a] partir del 1° de 

enero de 2024 rigen, en virtud de lo establecido por el artículo 27 de la Ley de 

Administración Financiera y de los Sistemas de Control del Sector Público Nacional N° 

24.156 y sus modificatorias, las disposiciones de la Ley N° 27.701 de Presupuesto 

General de la Administración Nacional para el Ejercicio 2023, sus normas 

modificatorias y reglamentarias”. 

DNU N° 280/2024 

El DNU N° 280/2024, dictado el 26/03/2024 (BO 27/03/2024), 

incorporó diversas disposiciones complementarias a la prórroga y modificó el 

presupuesto vigente, “con el fin de garantizar la continuidad del funcionamiento del 

ESTADO NACIONAL”. 

En tal sentido, el art. 18 de dicho decreto estableció que “los artículos 

81, 92, 93 y 94 de la Ley N° 27.701 de Presupuesto General de la Administración 

Nacional para el ejercicio 2023, vigente conforme el artículo 27 de la Ley de 

Administración Financiera y de los Sistemas de Control del Sector Público Nacional N° 

24.156 y sus modificatorias, no se encuentran comprendidos en la prórroga dispuesta 

por artículo 1° del Decreto N° 88/23”. 
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Decreto N° 1131/2024 

Dado que el Poder Legislativo Nacional no sancionó una norma rectora 

del Presupuesto General de la Administración Nacional por segundo año consecutivo, el 

27/12/2024 se dictó el Decreto N° 1131/2024 (BO 30/12/2024), cuyo art. 1° estableció 

que “[a] partir del 1° de enero de 2025 rigen, en virtud de lo establecido por el artículo 

27 de la Ley de Administración Financiera y de los Sistemas de Control del Sector 

Público Nacional N° 24.156 y sus modificatorias, las disposiciones de la Ley N° 27.701 

de Presupuesto General de la Administración Nacional para el Ejercicio 2023, sus 

normas modificatorias y complementarias, vigente conforme el citado artículo 27, en los 

términos del Decreto N° 88 del 26 de diciembre de 2023”, es decir, con las 

modificaciones introducidas por el DNU N° 280/2024. 

Ley N° 27.798 

La Ley N° 27.798 de Presupuesto General de la Administración 

Nacional para el Ejercicio 2026, sancionada el 26/12/2025 (BO 02/01/2026), en su art. 

61 estableció “como crédito presupuestario para transferencias a cajas previsionales 

provinciales de la Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES) la suma de 

pesos ciento veintidós mil setecientos sesenta y dos millones seiscientos sesenta y cuatro 

mil ochocientos setenta y cuatro ($122.762.664.874) para financiar gastos corrientes 

dentro del Programa Transferencias y Contribuciones a la Seguridad Social y 

Organismos Descentralizados, Transferencias a Cajas Previsionales Provinciales. 

“La Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES) 

transferirá mensualmente a las provincias que no transfirieron sus regímenes 

previsionales al Estado nacional, en concepto de anticipo a cuenta del resultado 

definitivo del sistema previsional provincial, el equivalente a una doceava parte del 

último monto total del déficit -provisorio o definitivo- determinado de acuerdo con el 

decreto 730 del 8 de agosto de 2018 y sus normas complementarias y/o modificatorias. 

A tales efectos, sólo podrán requerir el pago de los anticipos a cuenta, aquellas 

provincias que tuvieran un déficit reconocido, ya sea provisorio o definitivo, que surja 

de un acuerdo suscripto con la Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES), 

que corresponda al menos al Ejercicio 2021 o posterior. 

“Facúltase a la Administración Nacional de la Seguridad Social 

(ANSES) a dictar las normas aclaratorias o complementarias que se requieran para la 
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implementación de lo dispuesto en este artículo, incluyendo la determinación de los 

montos totales a transferir a cada provincia”. 

 

IV.2. SITUACIÓN PARTICULAR DE LA ACTORA 

En el capítulo anterior se reseñó el marco normativo que delimita la 

pretensión de la actora; corresponde ahora analizar su situación particular. 

La Provincia de Santa Cruz recibió fondos en 2017 ($580.990.992) y 

2018 ($500.152.422) por anticipos en base a lo estipulado en las respectivas leyes de 

presupuesto (conf. art. 73 de la Ley N° 27.341 y art. 120 de la Ley N° 27.431, 

respectivamente).  

Y en el período 2021-2023 en el marco de convenios bilaterales de 

financiamiento entre ANSES y la Provincia de Santa Cruz, en concepto de anticipos a 

cuenta del resultado provisorio simulado de cada ejercicio: 

 Ejercicio 2021: Convenio N° CONVE-2021-57034974-ANSES-

ANSES, de fecha 24/06/2021, por $1.004.000.000. 

 Ejercicio 2022: Convenio N° CONVE-2022-97986584-ANSES-

ANSES, de fecha 15/09/2022, por $2.091.000.000. 

 Ejercicio 2023: Convenio N° CONVE-2023-87965242-ANSES-

ANSES, de fecha 25/07/2023, por $4.036.800.000. Este fue el último convenio suscripto 

en ANSES y la Provincia de Santa Cruz. 

A pesar del compromiso asumido por la Provincia de Santa Cruz en los 

mencionados convenios, en el sentido de aunar los esfuerzos y colaborar recíprocamente 

con ANSES con el objetivo de calcular y determinar el resultado provisorio de su sistema 

previsional para los ejercicios 2017 a 2023, la actora no ha remitido la información 

completa para poder realizar un cálculo integral de recursos y gastos de ningún ejercicio, 

sin poder determinarse un resultado en base a simulación por la metodología 

prevista en normativa vigente.  

En reiteradas ocasiones la actora ha manifestado dificultades técnicas 

para recabar y remitir la información para la simulación. 

Desde ANSES se propició retomar el contacto con los equipos técnicos 

provinciales sin avances sustanciales a la fecha. El último contacto fue mediante correo 

electrónico de fecha 23/09/2024, sin respuesta de la contraparte.  
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De constatarse resultados superavitarios o de persistir la actora en la 

falta de remisión de la información para simular, correspondería el reintegro de los fondos 

recibidos por la Provincia de Santa Cruz. 

La conducta de la actora torna aplicable lo dispuesto en el Anexo I del 

Decreto N° 730/2018 (Régimen de Asistencia Financiera) que, como se explicó en el 

capítulo anterior, (i) autoriza a ANSES a requerir “a cada organismo provincial la 

información necesaria para ser utilizada en el proceso de simulación” (art. 2°); (ii) 

supedita los anticipos “a que la PROVINCIA dé cumplimiento a la remisión de 

información necesaria para la simulación del ejercicio inmediato anterior” (art. 4°); y 

(iii) faculta a ANSES a suspender los anticipos y arbitrar los medios necesarios para 

recuperar los anticipos transferidos “ante la falta de cumplimiento por parte de 

PROVINCIA” (art. 4°). 

Así como lo establecido en el art. 13, inc. a) de la Resolución ANSES 

N° 133/2018, de acuerdo con el cual, en caso de no efectuarse la remisión completa de 

la información, “se suspenderán los anticipos hasta que la provincia complete el envío 

de la misma”. 

A ello corresponde agregar que el 24/06/2021 se suscribió entre ANSES 

y la Provincia de Santa Cruz un acuerdo de compromiso, mediante el cual las partes 

“acuerdan que las transferencias realizadas por ANSES en concepto de anticipos, por 

los ejercicios 2017 y siguientes, quedan sujetas al cumplimiento de la Ley N° 27.260 de 

creación del Programa Nacional de Reparación Histórica para Jubilados y 

Pensionados y sus modificatorias y complementarias, la Ley N° 27.429 aprobatoria del 

Consenso Fiscal y el Decreto N° 730/18 y sus modificatorias y/o complementarias” 

(cláusula primera). 

Asimismo, mediante dicho acuerdo de compromiso las partes 

estipularon que “[e]l incumplimiento de los compromisos asumidos por LA 

PROVINCIA en virtud de la normativa antes mencionada, implicará la pérdida de 

eficacia y exigibilidad de las obligaciones reconocidas por ANSES. Desde el día en que 

se verifique dicho incumplimiento, la ANSES queda facultada a suspender el pago de 

los anticipos y a realizar las gestiones pertinentes para proceder al recupero de todos 

los anticipos transferidos a LA PROVINCIA” (cláusula segunda). 

En función de lo señalado precedentemente, cabe extraer las siguientes 
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conclusiones:  

1. En primer lugar, cabe mencionar que ANSES no mantiene deuda 

alguna con la Provincia de Santa Cruz, toda vez que las deudas quedan plasmadas en 

Convenios de Financiamiento celebrados entre el Estado Nacional y las provincias, 

siendo éste el mismo criterio utilizado para todas aquellas que no han transferido sus 

regímenes al Estado Nacional. Todos los compromisos de pago implicados en los 

convenios celebrados con la actora fueron abonados íntegramente, siendo el último 

suscripto el del Ejercicio 2023. 

2. En atención a la falta de remisión por parte de la Provincia de Santa 

Cruz de la información necesaria para las simulaciones, ANSES se encuentra facultada a 

suspender los anticipos e incluso arbitrar los medios pertinentes para recuperar los 

anticipos transferidos. 

3. No corresponde la actualización pretendida por la actora, dado que 

no existe incumplimiento alguno reprochable a mi mandante, sino que es la propia 

conducta omisiva de la actora la que impide avanzar en las simulaciones y en la 

determinación de los eventuales déficits. 

Asimismo, cabe resaltar que la sanción del Decreto N° 280/2024 

estableció que los arts. 92 y 93 de la Ley N° 27.701 de Presupuesto General de la 

Administración Nacional para el Ejercicio 2023, no se encuentran comprendidos en la 

prórroga dispuesta por el art. 1º del Decreto Nº 88/2023, situación que replica el Decreto 

N° 1131/2024. 

4. Más aún, conforme lo normado por la Ley N° 27.260 y el Decreto N° 

730/2018, es ANSES quien debe establecer los montos que surjan “[…] de calcular los 

desequilibrios, como si el sistema previsional del que se trate hubiese sido transferido al 

Estado Nacional […]”; siendo el único organismo encargado para realizar dicha tarea. 

Por ende, no existe ninguna norma legal que disponga que ANSES deba transferir las 

diferencias que resulten de estimaciones realizadas por las jurisdicciones. 

5. El cálculo mediante el cual arriba la actora al monto reclamado es 

una mera estimación que carece de basamento legal, por no seguir la metodología 

estipulada en la Resolución ANSES N° 133/2018.  

6. Es falsa cualquier afirmación respecto de que ANSES eluda realizar 

las simulaciones y auditorías, así como sobre la existencia de un tratamiento diferenciado 
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respecto de la Provincia de Santa Cruz. 

En virtud de lo expuesto, corresponde y solicito el rechazo de la 

demanda en todas sus partes. 

 

IV.3. CONSTITUCIONALIDAD DEL DNU N° 280/2024 

En lo que respecta al planteo de inconstitucionalidad del DNU N° 

280/2024, corresponde sin dudas su rechazo, en atención a que el mismo resulta 

plenamente válido por encontrarse reunidos los recaudos constitucionales para su dictado. 

IV.3.1. Antecedentes y fundamentos de la normativa atacada 

Para conocer el fundamento del objeto del decreto atacado resulta 

necesario recordar brevemente el sustento fáctico y normativo en el cual se sustenta. 

Al inicio del ejercicio presupuestario 2024 no se encontraba aprobado 

el Proyecto de Ley de Presupuesto General de la Administración Nacional para el dicho 

ejercicio, remitido oportunamente al Congreso de la Nación. 

En consecuencia, se dictó el Decreto Nº 88/2023 mediante el cual se 

estableció que a partir del 01/01/2024 rigen, en virtud de lo establecido por el art. 27 de 

la Ley de Administración Financiera y de los Sistemas de Control del Sector Público 

Nacional N° 24.156 y sus modificatorias, las disposiciones de la Ley N° 27.701 de 

Presupuesto General de la Administración Nacional para el Ejercicio 2023. 

Posteriormente, se dictó la Decisión Administrativa Nº 5/2024, por la 

que se determinaron los recursos y créditos presupuestarios correspondientes a la 

prórroga de la Ley N° 27.701 de Presupuesto General de la Administración Nacional para 

el Ejercicio 2023, con las adecuaciones parciales referidas en el art. 27, incisos 1 y 2, de 

la Ley de Administración Financiera y de los Sistemas de Control del Sector Público 

Nacional N° 24.156 y sus modificatorias. 

En lo que respecta al alcance de las disposiciones del art. 27 de la citada 

ley, corresponde la aplicación de la Ley Nº 27.701, por lo que tendrán vigencia en el 

Ejercicio Fiscal 2024 sus disposiciones, para el caso de ausencia de una norma en el 

ejercicio financiero vigente, salvo las que hubieran cumplido su objeto. 

En ese sentido, resultó necesario y urgente incorporar diversas 

disposiciones complementarias a la prórroga y modificar el presupuesto vigente, con el 

fin de garantizar la continuidad del funcionamiento del Estado Nacional. 



24 
 

Pero en el marco de la prórroga del presupuesto de la Administración 

Nacional para el ejercicio 2023, resultó necesario delimitar determinados artículos de la 

Ley N° 27.701 que no se encuentran comprendidos en las disposiciones del art. 1º del 

Decreto Nº 88/23. 

Resultó imprescindible incorporar diversas modificaciones al 

presupuesto vigente, necesarias para garantizar la continuidad del funcionamiento 

del Estado Nacional, en el marco de lo establecido en el art. 27 de la Ley de 

Administración Financiera y de los Sistemas de Control del Sector Público Nacional Nº 

24.156 y sus modificatorias. 

La naturaleza excepcional de la situación planteada hizo imposible 

seguir los trámites ordinarios previstos en la Constitución Nacional para la sanción de las 

leyes. 

En función de tales consideraciones, el art. 18 del DNU N° 280/2024 

establece que “los artículos 81, 92, 93 y 94 de la Ley N° 27.701 de Presupuesto General 

de la Administración Nacional para el ejercicio 2023, vigente conforme el artículo 27 de 

la Ley de Administración Financiera y de los Sistemas de Control del Sector Público 

Nacional Nº 24.156 y sus modificatorias, no se encuentran comprendidos en la prórroga 

dispuesta por artículo 1º del Decreto Nº 88/23”. 

La Ley Nº 26.122 regula el trámite y los alcances de la intervención del 

Congreso de la Nación respecto de los decretos de necesidad y urgencia dictados por el 

Poder Ejecutivo Nacional, en virtud de lo establecido en el art. 99, inc. 3, de la 

Constitución Nacional. 

La citada ley determina que la Comisión Bicameral Permanente debe 

expedirse acerca de la validez o invalidez de los decretos de necesidad y urgencia y elevar 

los respectivos dictámenes al plenario de cada Cámara para su expreso tratamiento, en el 

plazo de diez días hábiles. 

El art. 22 de la Ley N° 26.122 dispone que las Cámaras se pronuncien 

mediante sendas resoluciones y que el rechazo o la aprobación de los decretos deberá ser 

expreso conforme lo establecido en el art. 82 de la Constitución Nacional. 

En definitiva, se trata de un acto de carácter legislativo que cumple con 

lo dispuesto en el art. 99, inc. 3, de la Constitución Nacional, y con el “Régimen legal de 

los Decretos de Necesidad y Urgencia, de delegación legislativa y de promulgación 
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parcial de leyes” (Ley N° 26.122), en tanto no regula ninguna de las materias vedadas por 

la Constitución Nacional (penal, tributaria, electoral, ni de régimen de los partidos 

políticos), fue decidido y refrendado en acuerdo general de ministros conjuntamente con 

el Jefe de Gabinete, y sometido a consideración de la Comisión Bicameral Permanente 

del Honorable Congreso de la Nación. 

La Constitución Nacional estableció un mecanismo político 

institucional inexcusable: el control por parte del Congreso de la Nación de los DNU 

dictados por el Presidente. En este sentido, para el dictado del DNU en cuestión se ha 

respetado el procedimiento previsto en la Ley N° 26.122.  

Recuérdese que dicha ley prevé el rechazo de ambas Cámaras para que 

un DNU pierda validez.  

A su vez, el tiempo de las Cámaras del Congreso de la Nación para 

tratar el DNU se encuentra cumplido; en efecto han pasado más de un año desde su 

dictado. Esa es la interpretación razonable y acorde al orden constitucional en pos de 

preservar la seguridad jurídica. 

En este punto, cabe analizar cuál es el tiempo que tiene el Congreso 

para expedirse. El art. 20 establece: “Vencido el plazo a que hace referencia el artículo 

anterior sin que la Comisión Bicameral Permanente haya elevado el correspondiente 

despacho, las Cámaras se abocarán al expreso e inmediato tratamiento del decreto de 

que se trate de conformidad con lo establecido en los artículos 99, inciso 3 y 82 de la 

Constitución Nacional”. 

Resulta interesante el argumento relacionado a dicho plazo que se 

expuso en el fallo de primera instancia dictado en la causa N° CNT 56862/2023, 

“Confederación General del Trabajo de la República Argentina c/ Poder Ejecutivo 

Nacional s/ acción de amparo” (Juzgado Nacional de Primera Instancia del Trabajo - 

Feria, sentencia definitiva del 24/01/2024). Allí la Sra. Jueza expuso: “¿De cuánto 

tiempo disponen las Cámaras si el tratamiento debe ser ‘inmediato’? No está definido 

en la ley, pero claramente ‘inmediato’ quiere decir poco. Muy poco. Sin otra referencia 

temporal, la exigencia del tratamiento sin tardanza alguna (tal es el significado de 

inmediato) podría asimilarse a la primera ocasión disponible para ello.  

“En el marco fáctico descripto, la única interpretación posible es que 

las Cámaras deben (digo ‘deben’ porque la manda constitucional no admite alternativas) 
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en estas sesiones extraordinarias abocarse al tratamiento del DNU 70/2023, dado que -

como ya he dicho- el plazo de la Comisión Bicameral se encuentra vencido. Insisto en 

esto, si el Jefe de Gabinete había enviado el texto del DNU 70/2023 el 5 de este mes, a 

día de hoy el plazo de la Comisión Bicameral se encuentra vencido, así como se 

encuentra rigiendo el lapso (inmediato) para el tratamiento por ambas Cámaras…”.  

La interpretación que le asigna la jueza al término “inmediato” es 

plenamente acertada porque en atención al tipo de norma de que trata, Decreto de 

Necesidad y Urgencia, las Cámaras deben expedirse en forma urgente. Ello a su vez forma 

parte de la razonabilidad de poner un límite a la incertidumbre jurídica. Pues es contrario 

al orden constitucional suponer o permitir que luego de uno o varios años de vigencia de 

la norma, la/s Cámaras se pronuncien por su rechazo, porque claramente tal proceder 

atenta contra la seguridad jurídica. De modo que, y considerando que el DNU surte plenos 

efectos desde su dictado, esta representación entiende que ya se encuentra cumplido el 

plazo “inmediato” que fija la ley para su tratamiento por ambas Cámaras. 

IV.3.2. La excepcionalidad, necesidad y urgencia son cuestiones 

políticas no justiciables, cuya valoración compete al Poder Ejecutivo Nacional y al 

Congreso de la Nación 

La necesidad y urgencia constituyen una verdadera cuestión política 

(institucional) que debe ser considerada como no justiciable. Asimismo, la imposibilidad 

de cumplir con el trámite ordinario para la sanción de las leyes, es una cuestión que remite 

a cuestiones de oportunidad mérito y conveniencia, lo cual también es de valoración 

estrictamente política.  

El constituyente de 1994 fue muy explícito al momento de distinguir la 

“necesidad y urgencia” de la “emergencia”. Mientras el referido art. 99, inc. 3, parte de 

“razones de necesidad y urgencia” para autorizar el dictado del DNU, el art. 76, inc. 3, de 

la Constitución Nacional, toma en cuenta “materias de emergencia pública” en tal caso 

para autorizar al Poder Legislativo a sancionar leyes que deleguen facultades de 

determinadas competencias legislativas (decretos por delegación legislativa “DLD”).  

La emergencia es la calificación jurídica de una materia que habilita al 

Poder Ejecutivo, o al Legislativo, a tomar medidas jurídicas. La emergencia normalmente 

hará necesaria y urgente una determinada respuesta, pero no todo lo urgente o necesario 

importará una emergencia (BARRA Rodolfo Carlos, “Derecho Administrativo, Acto 
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administrativo y reglamentos”, Astrea, Buenos Aires, Bogotá, Porto Alegre, 2018, pág. 

430).  

Como se advierte el constituyente distinguió dos institutos el DNU y el 

DLD y ha utilizado terminologías diferentes. De esta manera si al habilitar la competencia 

presidencial para dictar DNU, los convencionales hubiesen querido limitarlo a situaciones 

de emergencia, lo hubiese dicho así, como lo hicieron en el art. 76 (BARRA; obra citada; 

p. 438).  

Por lo tanto, el constituyente disminuyó el requisito causal fáctico 

habilitante de dicha competencia: no se trata de una necesidad de afrontar la emergencia, 

sino de dar respuesta a una situación no habitual valorada políticamente como fuera de lo 

ordinario.  

En el caso del art. 99, inc. 3, las razones de necesidad y urgencia son 

los motivos que mueven al Presidente -Jefe Supremo de la Nación y Jefe del Gobierno- a 

considerar que es necesario legislar de determinada manera una cuestión dada, y que ello 

debe ser hecho con rapidez sin debate, sin perjuicio de la posterior decisión legislativa.  

La necesidad requiere velocidad en la respuesta y también adecuación 

o proporción. 

La urgencia refiere a la prontitud requerida por las medidas contenidas 

en el DNU. Por ello, por la urgencia no es posible seguir los trámites ordinarios 

legislativos. 

Es lo urgente y necesario para el Presidente lo que justifica el dictado 

de una norma con jerarquía de ley, que sobrevivirá como tal, siempre que el Congreso no 

considere que las razones presidenciales no eran suficientes para justificar la norma. 

La excepcionalidad -que no es emergencia- es un concepto 

exclusivamente político de valoración política y no jurídica (tal como lo son 

“seguridad de las fronteras” (art. 75, inc. 16), “justicia social” (art. 75, inc. 19), 

“conmoción interior” (art. 75, inc. 29, y 99, inc. 16, entre otros) que resultan ajenos a la 

valoración de los jueces y propios de la acción conjunta del Presidente y del 

Congreso (Fallos 247:528, 305:269; 312:1882, entre otros).  

De ahí que la doctrina entiende que el DNU supone un acto complejo, 

lo que implica que la validez constitucional de tales normas exige la concurrencia de 

dos voluntades: la del Poder Ejecutivo que los dicta, y la del Poder Legislativo que 
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controlará la existencia de los presupuestos fácticos, que habilitan al Presidente de 

la Nación el ejercicio de esta facultad excepcional (PEREZ HUALDE Alejandro, 

“Decretos de Necesidad y Urgencia su ley especial. Punto E: Requisitos formales para su 

emisión. Derecho Constitucional de la Reforma de 1994 - II”, Ed. Depalma, Bs. As., 

1995, p. 222). 

Por consiguiente, no hay dudas que la valoración política de la 

excepcionalidad, la necesidad y urgencia es del Poder Ejecutivo Nacional, y del Congreso 

de la Nación, mas no del Poder Judicial, pues será el Poder Legislativo quien se encuentre 

en mejores condiciones para examinar si resultaba necesario sortear las vías ordinarias 

para la sanción de una ley. 

En efecto, dictado el DNU, se comunica inmediatamente al Congreso 

que, si fuera su intención, puede revocarlo, en un procedimiento expedito, con plazos 

breves para su tratamiento y que depende de la exclusiva voluntad del Congreso y del 

debate democrático-representativo y sobre el cual los jueces no pueden avanzar. 

Ello, sin perjuicio de las facultades de los jueces de analizar en un caso 

concreto si el DNU por su contenido, agravia derechos reconocidos por la Constitución 

Nacional o avanza sobre materias prohibidas. Supuestos que no se hallan ni 

remotamente configurados en el caso de autos. 

IV.3.3. La imposibilidad de seguir el procedimiento para la sanción 

de las leyes - La importancia de la reforma constitucional al introducir el DNU como 

mecanismo para fortalecer el sistema de diálogo político 

Si las circunstancias son extraordinarias como se dijo, el remedio 

también debe serlo. La imposibilidad de seguir el procedimiento para la sanción de las 

leyes es una cuestión no justiciable que por su naturaleza debe ser considerada 

exclusivamente por el Congreso. 

Ello así porque el PEN “puede sancionar un DNU, tanto para afrontar 

una situación grave, como también para forzar el tratamiento por las Cámaras de una 

propuesta legislativa... Esta tesitura…favorece la iniciativa (función de conducción o 

jefatura) presidencial en supuestos de un Congreso remiso (por mayoría opositora…). 

Aun así, la última palabra seguirá siendo del Congreso, ya sea por vía de revocación 

del DNU conforme con el procedimiento y efectos de la Ley N° 26.122…o por la 

sanción de una ley derogatoria o modificatoria” (BARRA, ob. cit., tomo 2, p. 435/436). 
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Está claro que el DNU, instrumento excepcional introducido en el texto 

de la Ley Fundamental luego de la reforma constitucional de 1994, buscó superar uno de 

los peligros del sistema presidencialista: la parálisis gubernativa por la contradicción 

política entre el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo y en tal sentido ha fortalecido el 

diálogo político institucional. 

Debe tenerse presente que la Jefatura de Gobierno del Presidente no 

puede quedar prisionera de la lucha partidista que naturalmente ocurre dentro del 

Congreso. Por ello el dictado del DNU fuerza la actuación del Congreso, so pena de que, 

ante el silencio, el DNU mantenga su vigencia normativa. 

Por lo demás, surge claro del DNU que no regula materias 

prohibidas por la Constitución Nacional, por ello resulta plenamente vigente y 

constitucional. 

Finalmente, cabe reiterar que se encuentra cumplido el plazo 

“inmediato” que fija la Ley N° 26.122 para el tratamiento del DNU cuestionado, por 

ambas Cámaras del Congreso de la Nación. 

IV.3.4. Inexistencia de nulidades en el procedimiento para el 

dictado del DNU N° 280/2024 

Los DNU son formalmente actos administrativos, pero de sustancia 

legislativa; por ello el examen de su contenido debe ceñirse exclusivamente a los aspectos 

vinculados a su legalidad. 

En tal sentido, la competencia del Poder Ejecutivo Nacional para emitir 

los DNU tiene su fundamento en el art. 99, inc. 3, de la Constitución Nacional y los 

presupuestos que justifican su dictado son los que allí menciona y que fueron ut supra 

analizados.  

Por tratarse del ejercicio de una competencia de naturaleza 

legislativa, el control de estas medidas corresponde al Congreso de la Nación. En tal 

sentido, la Corte Suprema de Justicia de la Nación sostuvo que “...atendiendo al texto 

constitucional plasmado por la reforma del año 1994, la norma referida (decreto de 

necesidad y urgencia) solo puede considerarse sometida al pertinente contralor del 

Poder Legislativo de la Nación, a quien corresponde pronunciarse acerca de los 

extremos -de valoración política- que habilitan el ejercicio de la facultad excepcional del 

Poder Ejecutivo, así como la oportunidad, mérito y conveniencia de su contenido (...) la 
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Constitución atribuye al legislador (...) una excluyente intervención en el contralor de 

los decretos de necesidad y urgencia...” (Fallos 320:2851). 

Por consiguiente, habida cuenta la naturaleza jurídica que reviste el 

DNU y que el mismo fue dictado por el PEN conforme a los requisitos que establece la 

Constitución, cuya valoración política resulta exclusiva del Congreso de la Nación, no 

cabe ninguna objeción de nulidad al procedimiento aplicado en el trámite de la norma 

cuestionada. 

IV.3.5. Corolario 

En virtud de lo expuesto precedentemente resulta claro que se 

encuentran cumplidos todos los requisitos formales y sustanciales exigidos por el art. 99, 

inc. 3, de la Constitución Nacional para habilitar el dictado del DNU N° 280/2024, por lo 

que el planteo de inconstitucionalidad formulado por la actora no podrá más que 

rechazarse, lo que así dejo solicitado. 

 

V. PRUEBA 

Se ofrece la siguiente prueba que hace al derecho de mi parte: 

 

V.1. DOCUMENTAL 

Se adjunta la siguiente documentación: 

1) Convenio Bilateral de Financiamiento entre ANSES y la Provincia de Santa Cruz 

(CONVE-2021-57034974-ANSES-ANSES), suscripto entre las partes el 24/06/2021. 

2) Convenio Bilateral de Financiamiento entre ANSES y la Provincia de Santa Cruz 

(CONVE-2022-97986584-ANSES-ANSES), suscripto entre las partes el 15/09/2022. 

3) Convenio Bilateral de Financiamiento entre ANSES y la Provincia de Santa Cruz 

(CONVE-2023-87965242-ANSES-ANSES), suscripto entre las partes el 25/07/2023. 

4) Acuerdo de Compromiso entre ANSES y la Provincia de Santa Cruz, suscripto entre 

las partes el 24/06/2021. 

5) Correo electrónico de Juan Pablo FERNÁNDEZ del 23/09/2024 a las 12:46 con 

asunto: Contacto desde ANSES a la CPS Santa Cruz para conocer avances para el 

proceso de simulación.  
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V.2. DOCUMENTAL EN PODER DE LA ACTORA 

Se intime a la actora a acompañar en autos en el plazo que fije VE, la 

información completa prevista en la Resolución ANSES N° 133/2018 para el cálculo de 

las erogaciones y los recursos por el período 2017 a 2026 inclusive. 

 

V.3. TESTIMONIAL 

Se ofrece como testigo a Juan Pablo FERNÁNDEZ, Licenciado en 

Ciencias Políticas, con domicilio en la calle Moreno 1473 de la Ciudad Autónoma de 

Buenos Aires, quien declarará a tenor del interrogatorio que oportunamente se 

acompañará en relación al envío y contenido de los correos electrónicos acompañados, 

últimos convenios suscriptos, simulaciones y auditorías. 

 

V.4. PERICIAL INFORMÁTICA 

Para el caso de desconocimiento de los correos electrónicos 

acompañados, se solicita que se designe perito informático para que informe sobre la 

autenticidad de los correos electrónicos, fecha de envío y recepción, verificando para ello 

las casillas de correo electrónico del emisor y receptor. 

A tal fin solicito que se designe de oficio un organismo u entidad oficial 

con especialización técnica en la materia, en los términos del art. 2° del Decreto N° 

1204/2001. 

Se designa como consultor técnico a Guillermo PITA, Licenciado en 

Sistemas, con domicilio en la calle Piedras 361 de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 

 

V.5. PERICIAL CONTABLE 

 Se solicita que se designe perito contador para que informe: 

a) Si la Provincia de Santa Cruz remitió a ANSES y a AFIP, y en qué fecha, la 

información completa prevista en la Resolución ANSES N° 133/2018 para el cálculo de 

las erogaciones y los recursos por el período 2017 a 2026 inclusive.  

b) Los anticipos transferidos por ANSES a la Provincia de Santa Cruz por el período 

2017 a 2026 inclusive. 

c) Si la Provincia de Santa Cruz suscribió con ANSES convenios de financiamiento del 

déficit provisorio o definitivo de su sistema previsional correspondiente al período 2017 
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a 2026 inclusive. 

d) El resultado del sistema previsional de la Provincia de Santa Cruz en base a simulación 

por el período 2017 a 2026 inclusive, debiendo para ello ajustarse a las pautas 

metodológicas y especificaciones técnicas establecidas en la Resolución ANSES N° 

133/2018 y sus anexos, previo relevamiento de la información completa necesaria para el 

cálculo de las erogaciones y los recursos prevista en dicha resolución. 

e) Las eventuales diferencias por el período 2017 a 2026 inclusive, contemplando los 

anticipos transferidos. 

A tal fin solicito que se designe de oficio un organismo u entidad oficial 

con especialización técnica en la materia, en los términos del art. 2° del Decreto N° 

1204/2001. 

 

VI. PETITORIO 

Por todo lo expuesto, a VE solicito: 

1º) Se me tenga por presentado en el carácter invocado, por parte a mi mandante y por 

constituidos los domicilios procesal y electrónico. 

2°) Se tenga por contestada la demanda en tiempo y forma legales. 

3º) Se agregue la prueba documental acompañada y se tenga por ofrecida la restante, 

ordenándose su oportuna producción. 

4°) Oportunamente, se rechace la demanda en todas sus partes, con costas en el orden 

causado (conf. art. 1° del Decreto N° 1204/2001). 

5°) Se exima a las partes del pago de la tasa de justicia (conf. art. 2° del Decreto N° 

1204/2001). 

Proveer de conformidad, 

SERÁ JUSTICIA. 


